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INFORME 

En fecha 16 de septiembre de 2025 se recibe en la Dirección General de 

Administración Local y Despoblación consulta referida a la tramitación en curso del 

anteproyecto de la Ley Foral de Industria y Fomento Empresarial, en virtud de lo 

preceptuado en el artículo 132.3 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional 

Foral, en el que se establece que tras haber cumplimentado el trámite de información 

pública, es preciso realizar consulta a los Departamentos afectados por la normativa 

que se encuentra en fase de tramitación para su aprobación. 

Y en este sentido, dado que parte del articulado del anteproyecto de la Ley Foral 

de Industria y Fomento Empresarial tiene especial incidencia en la esfera de las 

entidades locales navarras, es preciso formular algunas consideraciones al respecto por 

parte de esta Dirección General de Administración Local y Despoblación:  

En relación con lo establecido en el artículo 31 apartado 3º, en él se señala que, 

el departamento competente en materia de industria dará traslado de la solicitud a los 

ayuntamientos en cuyo territorio se ubique el proyecto (para declarar un proyecto 

empresarial de interés estratégico para Navarra) (..) y en caso de que alguno de los 

mismos acuerde su disconformidad con la declaración del proyecto, la persona titular 

del departamento competente en materia de industria pondrá fin al procedimiento y 

archivará las actuaciones. 

Reseñar que con ello queda salvaguardada la autonomía municipal consagrada 

en el artículo 140 de la Constitución en el sentido del derecho y de la capacidad efectiva 

de las entidades locales para regular y gestionar, en el marco de la ley, su propia 

actividad municipal, por lo que, en este caso, se estaría respetando dicha autonomía, al 

archivarse el procedimiento de declaración de un proyecto empresarial de interés 

estratégico en caso de que exista oposición del ayuntamiento afectado. 



 

Otra cuestión a analizar es la que se presenta en el artículo 33 apartado 6º, en 

el que se establece que, si el proyecto empresarial de interés estratégico para Navarra 

requiere autorización ambiental de las reguladas en la Ley Foral 17/2020, de 16 de 

diciembre, reguladora de las actividades con incidencia ambiental, el órgano 

competente para su otorgamiento continuará con la tramitación del procedimiento aun 

cuando el ayuntamiento emita informe negativo de compatibilidad urbanística.  Dada la 

trascendencia que de ello se pueda derivar, es decir, que se continúe con el 

procedimiento pese a existir una negativa de compatibilidad urbanística por parte del 

ayuntamiento, esta Dirección General considera un aspecto relevante a tratar en la 

Comisión Foral de Régimen Local, atendiendo especialmente a la postura que 

mantenga la Federación Navarra de Municipios y Concejos (FNMC) al respecto, como 

representante de las entidades locales de Navarra. 

Por otra parte, y en lo que respecta al Capítulo V en el que se regulan las 

Entidades de Gestión y Modernización de Áreas Industriales, es preciso realizar una 

especial incidencia en su análisis, dada la complejidad que en la práctica puede 

conllevar el desarrollo y ejecución de las mismas.  

Así, en cuanto a las finalidades de las mismas, se establece el artículo 55 

apartado d) que una de ellas es establecer diferentes instrumentos para que las 

personas integrantes de la entidad, así como las Administraciones Públicas, contribuyan 

a la conservación, modernización ampliación y mejora de las infraestructuras, 

dotaciones y servicios en sus respectivas áreas industriales, sin menoscabo de las 

responsabilidades y competencias de las entidades locales en la financiación de los 

servicios de modernización y conservación de las mismas. En este sentido, habrá que 

ver el alcance que puede suponer en la práctica la financiación y conservación de dichas 

infraestructuras/dotaciones para las entidades locales, y, por otra parte, en cuanto a lo 

regulado en el apartado f), en él se establece que otra de sus finalidades es asumir, si 

lo acuerdan las personas integrantes de las entidades y se le atribuye por el 

ayuntamiento competente, la gestión de los servicios municipales. 

Éste último apartado, incide de lleno en el modo de gestión de los servicios 

públicos, entendiendo que cuando en el anteproyecto de Ley Foral se hace referencia a 

servicios municipales, se está queriendo hacer referencia a servicios públicos. Por ello, 

ha de tenerse en cuenta que, para gestionar dichos servicios, (se sobreentiende que de 

forma indirecta),  hay que estar a lo preceptuado sobre las formas de gestión de los 

servicios públicos que se establecen los artículos 85, 85 bis y 85 ter de la Ley 7/1985 

reguladora de las bases del régimen local (LRBRL) y concordantes de la Ley Foral 



 

6/1990 de Administración Local (art. 190 ss.), al amparo del ejercicio de alguna de las 

competencias que la Ley 7/1985 les brinda a las entidades locales a ejercer como 

competencias propias; por lo que, si así lo acuerdan las personas integrantes de las 

entidades de gestión y modernización, deberán de gestionarse los servicios públicos  

del ayuntamiento y/o ayuntamientos que la conformen, de acuerdo con lo que establece 

dicho articulado. 

De lo contrario, más que en una gestión de los servicios públicos, nos 

encontraríamos ante el ejercicio de una actividad económica regulada en el artículo 86 

de la LRBRL, según el cual, las Entidades Locales podrán ejercer la iniciativa pública 

para el desarrollo de actividades económicas, siempre que esté garantizado el 

cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria y de la sostenibilidad financiera 

del ejercicio de sus competencias, y regulada por otra parte también en el 216 apartado 

primero de la Ley Foral 6/1990, de Administración Local (las entidades locales podrán 

explotar actividades industriales, mercantiles, agrícolas u otras análogas de naturaleza 

económica, conforme al artículo 128.2 de la Constitución, así como potenciar la creación 

y desarrollo de iniciativas locales de empleo con dicha finalidad.)  

En el mismo sentido, el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el 

que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de 

Régimen Local, regula en su artículo 96 que la iniciativa de las Entidades locales para 

el ejercicio de actividades económicas, cuando lo sea en régimen de libre concurrencia, 

podrá recaer sobre cualquier tipo de actividad que sea de utilidad pública y se preste 

dentro del término municipal y en beneficio de sus habitantes.  

Por otra parte, y en íntima conexión con este artículo 55, se hace también alusión 

en el art. 70.1 apartado c) a la gestión de los servicios públicos en el convenio que se 

apruebe al efecto, disponiendo que el objeto social de la entidad incluirá la gestión y la 

modernización de servicios y dotaciones dentro del área industrial delimitada, así como 

cualquier otro que les permita la asunción de servicios públicos mediante contrato o 

convenio; pero como se acaba de exponer en los párrafos anteriores en atención a los 

artículos 85, bis y ter de la Ley 7/1985, la vía del convenio no es la adecuada para 

gestionar de manera indirecta los servicios públicos que pudiera prestar un 

ayuntamiento en el ejercicio de sus competencias al amparo de dichas Entidades de 

Gestión y Modernización. 

En conexión con estos artículos mencionados, el artículo 56 apartado primero 

establece que las Entidades de Gestión y Modernización que se constituyan estarán 

integradas por todas las personas físicas o jurídicas privadas con derecho de propiedad, 



 

usufructo o superficie, conforme a lo que al efecto se establece en el apartado 4 del 

presente artículo, así como por las administraciones, organismos públicos y entidades 

de derecho público y privado dependientes de las anteriores que tengan adscritos o 

sean titulares de bienes inmuebles demaniales o de dominio público destinados a una 

explotación u actividad económica privada o de bienes inmuebles patrimoniales, todos 

ellos situados en el área delimitada por la Entidad de Gestión y Modernización.  

No obstante, hay que señalar que lo resaltado no parece resultar acorde con la 

definición propia de los bienes de dominio público o demaniales que efectúa la Ley Foral 

6/1990 de Administración Local en sus artículos 97 y 98, ya que los bienes de dominio 

público están destinados al uso o servicio público, siendo por tanto incompatibles con el 

hecho descrito en el artículo de que estarán destinados a una explotación u actividad 

económica privada, salvo que se lleve a cabo una desafectación de los mismos, de 

conformidad con lo regulado en el artículo 103 de la citada normativa y cambie su 

calificación jurídica como bienes patrimoniales.  

En el mismo sentido hay que puntualizar el apartado tercero de dicho artículo 56, 

aunque en este caso, precisamente los bienes de dominio público no pueden estar 

destinados a una explotación o actividad económica privada si no es previa 

desafectación y conversión en bienes patrimoniales, que es lo que se describe en ese 

apartado, y tal y como se acaba de exponer, pudiera resultar conveniente revisar su 

redacción, de cara a establecer la obligación planteada de contribuir con los gastos de 

la entidad de gestión y modernización y a la imposibilidad de regularlo en el convenio 

de colaboración como bienes públicos destinados a una actividad económica. 

Así mismo, sería también conveniente modificar la redacción del apartado 

primero del artículo 57 pues, aun sin estar creada una entidad de gestión y 

modernización, el texto habla de las propias personas “integrantes” de las mismas que 

promuevan ante un ayuntamiento su constitución. 

En cuanto a la redacción dada en el artículo 60, se podría matizar el 

procedimiento de autorización de la constitución de las entidades de gestión y 

modernización, en el sentido de regular más específicamente si es vinculante o no el 

acuerdo de ratificación de la asamblea sobre la constitución de la entidad para un 

ayuntamiento, o si éste tiene potestad para no autorizar su constitución aun cuando la 

asamblea lo haya ratificado favorablemente. 

Igualmente habría que establecer el plazo que dispone el ayuntamiento, para 

aprobar vía plenaria, la autorización de la constitución una vez ratificada por la asamblea 

dicha constitución.  



 

Respecto al artículo 62, aunque no sea una materia propiamente de única 

aplicación a las entidades locales, es preciso señalar que se establece que la publicidad 

del acuerdo de autorización y del convenio de colaboración firmado se pondrán a 

disposición de todas las personas interesadas en el portal electrónico del ayuntamiento 

durante el plazo de seis meses. No obstante, en virtud de lo establecido en el artículo 

11.2 c) de la Ley Foral 5/2018 de 17 de mayo de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Buen Gobierno, la información pública sobre contratos, convenios y 

subvenciones, deberá publicarse mientras persistan las obligaciones derivadas de los 

mismos y, al menos, diez años después de que estas cesen.  

Por otra parte, el artículo 63 regula la posibilidad de constitución de una Entidad 

de Gestión y Modernización supramunicipal. En la práctica, su ejecución pudiera revestir 

cierta complejidad; cabría preguntarse, por ejemplo, que pasaría si un ayuntamiento de 

los que vayan a formar parte de esa entidad supramunicipal no autoriza su inclusión en 

la misma, o que en el caso de que todos aceptasen, cómo se acordaría la constitución 

de la misma. Podría tomarse en cuenta la redacción dada en la Ley Foral 18/2024, de 

13 de diciembre, de áreas de promoción económica de la Comunidad Foral de Navarra 

en la que se detalla con mayor precisión el mismo supuesto o similar. 

En lo que respecta a la financiación de las Entidades de Gestión y 

Modernización, quizás convendría aclarar la relación entre el artículo 61 sobre las 

materias que debe recoger el convenio que se apruebe (lo relativo al apartado c) sobre 

las obligaciones y compromisos económicos que en su caso asuma el ayuntamiento y 

las formas de asunción), y lo regulado en los artículos 71 y 72,  en cuanto a los recursos 

económicos y aportaciones obligatorias para la financiación de las Entidades, ya que 

por una parte los ayuntamientos tienen unas obligaciones y/o compromisos económicos 

que aportar según se establezca en el convenio, pero por otra parte, son a la vez ellos 

mismos quienes establecerán la obligación de todas las personas integrantes de la 

entidad de contribuir a la financiación del presupuesto de la misma. 

En cuanto a la posible disolución y liquidación del convenio, en el apartado 

segundo del artículo 78, se establece que el Ayuntamiento, por acuerdo del Pleno y 

previa audiencia a la entidad, extinguirá el convenio de colaboración. No obstante, hay 

que señalar que para disolver o liquidar el mismo, sería oportuno seguir y/o tener en 

cuenta los cauces y supuestos establecidos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público. 

Y finalmente, en referencia a lo regulado en el apartado segundo de la 

Disposición Adicional Primera sobre la desafectación automática de los bienes 



 

comunales que conllevará la declaración de utilidad pública de los proyectos de 

generación de gases renovables, es necesario señalar que para llevar a cabo dicho 

procedimiento es preceptivo seguir los cauces establecidos en la Ley Foral 6/1990 de 

Administración Local para poder desafectar un bien comunal, concretamente lo 

establecido en el artículo 140 y siguientes,  y por ende, dado que dicho procedimiento 

está regulado en dicha Ley Foral expuesta, siendo ésta de mayoría absoluta, es 

obligado que lo regulado en esta Disposición Adicional Primera sea aprobado también 

mediante Ley Foral de mayoría absoluta. 

No obstante, recalcar, que aunque se hayan realizado por parte de esta 

Dirección General las consideraciones expuestas a lo largo del presente informe que 

creemos que pueden tener especial incidencia en las entidades locales de Navarra, no 

hay que olvidar que el anteproyecto de Ley Foral objeto de análisis, debe ser sometido 

al dictamen preceptivo de la Comisión Foral de Régimen Local, en la que la Federación 

Navarra de Municipios y Concejos (FNMC) ostenta la representación de las entidades 

locales de Navarra en la misma por lo que es preciso valorar las aportaciones que la 

representación local haga al texto del Anteproyecto. 
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